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TRIBUNAL ESTATAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA

TERCERA SALA UNITARIA

EXPEDIENTE: 207/2019/3
PARTE ACTORA: 

**********
AUTORIDAD DEMANDADA:

ORGANISMO INTERMUNICIPAL METROPOLITANO DE AGUA POTABLE Y ALCANTARILLADO, SANEAMIENTO Y SERVICIOS CONEXOS DE LOS MUNICIPIOS DE CERRO DE SAN PEDRO, SAN LUIS POTOSÍ Y SOLEDAD DE GRACIANO SÁNCHEZ
MAGISTRADO:

LIC. JORGE ALEJANDRO VERA NOYOLA
SECRETARIO DE ESTUDIO Y CUENTA:

LIC. JOSÉ DE JESÚS MORENO ROMO
San Luis Potosí, San Luis Potosí, once de enero de dos mil veintidós.
V I S T O S para resolver en definitiva los autos del juicio contencioso administrativo 207/2019/3; y,
R E S U L T A N D O

PRIMERO.- Demanda de nulidad. Por escrito recibido el doce de marzo de dos mil diecinueve, **********, compareció en su carácter de representante legal de la persona moral denominada, ********** demandando a la autoridad y respecto del acto que enseguida se precisan:

“II. La autoridad o autoridades demandadas, especificando, si fuere de su conocimiento, el nombre del titular o funcionario emisor o ejecutor del acto o resolución reclamada o, en su caso, el nombre y domicilio del particular o los particulares demandados;

Señalo como autoridad demandada al Organismo Público Descentralizado de Agua Potable, Alcantarillado y Saneamiento de los Municipios de Cerro de San Pedro, San Luis Potosí y Soledad de Graciano Sánchez, (...)

...

IV. La resolución o acto que se impugna;

La Resolución de fecha 10 de diciembre de 2018, emitida y suscrita por el C. ingeniero Ricardo Fermín Purata Espinoza, Director General del INTERAPAS, en relación con el contrato número INTERAPAS-028-2017/L.P.E., en la que resuelve rescindir administrativamente dicho Contrato (...)”
SEGUNDO.- Admisión de la demanda. El catorce de marzo de dos mil diecinueve se admitió a trámite la demanda, se ordenó correr traslado con la copia de la misma y sus anexos a la autoridad señalada como demandada, emplazándola para que en el término de ley formulara su contestación. En dicho proveído se tuvo a la actora por ofrecidas las pruebas que anunció en su escrito de demanda.
TERCERO.- Trámite del juicio. Previa suspensión, siendo las 9:00 nueve horas del ocho de diciembre de dos mil veintiuno, tuvo lugar la continuación de la audiencia de ley en este juicio, haciéndose constar la asistencia del actor así como de su diversa autorizada jurídica y del perito tercero, sin que hubiere comparecido delegado alguno por la autoridad demandada. Acto seguido, se procedió al desahogo de la prueba pericial rendida por el perito tercero cuyo resultado consta en autos; enseguida, se hizo constar que no había pruebas pendientes de las partes y en periodo de alegatos se dio cuenta con los formulados por la parte actora, los que se ordenó agregar a los autos, dándose cuenta que la demandada no hizo uso del derecho concedido al efecto, por lo que se procedió a citar para resolver en definitiva el presente asunto.
C O N S I D E R A N D O

PRIMERO.- Competencia.  Esta Tercera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa con residencia en la ciudad de San Luis Potosí, es competente para conocer y el presente juicio, de conformidad con lo previsto en los artículos 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí; 1º, 2º, 7º, fracción IX, 9º fracción III, 24, 28, facción I, 35 fracción I, de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí; 248, 249, 250 y 251 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí; ello, en razón de que se trata de un juicio de nulidad, cuyo acto es atribuible a una autoridad municipal que tiene su residencia dentro del ámbito territorial donde esta Sala ejerce jurisdicción y se trata además de una resolución dictada en materia de ejecución y cumplimiento de un contrato público en materia de adquisiciones.

SEGUNDO.- Existencia del acto. Por cuestión de método, el titular de esta Sala procede a la precisión del acto impugnado, de conformidad con lo dispuesto por el artículo 249 fracción I, del Código Procesal Administrativo del  Estado de San Luis Potosí, con la finalidad de lograr congruencia entre lo pedido y lo resuelto.
Así las cosas de la lectura integral de la demanda, se advierte que lo que reclama la moral actora es:
“La Resolución de fecha 10 de diciembre de 2018, emitida y suscrita por el C. ingeniero Ricardo Fermín Purata Espinoza, Director General del INTERAPAS, en relación con el contrato número INTERAPAS-028-2017/L.P.E., en la que resuelve rescindir administrativamente dicho Contrato (...)
Acto que quedó acreditado con el documento que fue exhibido en original por la accionante, visible en foja 54 a la 77 de autos, con el valor probatorio que le confiere el artículo 72, fracción I, del Código Procesal Administrativo del Estado de San Luis Potosí, de lo que se colige la certeza del acto impugnado.

TERCERO.- Oportunidad de la demanda. La demanda de nulidad de que se trata, fue presentada dentro del término de treinta días a que se refiere el artículo 24, fracción I, del Código Procesal Administrativo del  Estado de San Luis Potosí, como se advierte del cuadro que se inserta a continuación:

	Fecha de la Resolución Impugnada
	Fecha de Notificación
	Surtió efectos
	Plazo de 30 días transcurrió
	Fecha de presentación de la demanda
	Días inhábiles

	10 de diciembre de 2018
	07 de febrero de 2019
	08 de febrero de 2019

	11 de febrero al 25 de marzo de 2019

	12 de marzo de 2019
	09, 10, 16, 17, 23 y 24 de febrero; 02, 03, 09 y 10 de marzo de 2019


CUARTO.- Legitimación. De conformidad con lo que precisa el numeral 221 del Código Procesal Administrativo del  Estado de San Luis Potosí, procede el estudio de la personalidad y legitimación de las partes.

En ese tenor, resalta que la actora acreditó su interés jurídico en los términos del numeral 231 del Código Procesal Administrativo del Estado de San Luis Potosí, toda vez que acompañó la resolución de diez de diciembre de dos mil dieciocho, por lo que resulta innegable que la moral impetrante cuenta con interés jurídico para demandar en el presente juicio.

Aunado a lo anterior, se destaca que quien compareció con la representación de la moral actora, justificó su personalidad en términos de lo previsto por el segundo párrafo del artículo 219 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, con el documento visible de la foja 37 a 41 de autos, de ahí que la reclamación se promovió por parte legitima.  

En otro orden, la autoridad enjuiciada justificó su personalidad y legitimación, conforme al documento relativo al nombramiento correspondiente, el que consta a fojas 650 a 660 del presente sumario, con el valor probatorio que le confiere el artículo 72, fracción I, del Código Procesal Administrativo del  Estado de San Luis Potosí.
QUINTO.- Causales de improcedencia. Sea que las partes lo aleguen o no, en el presente asunto se procede analizar si en el caso opera alguna causa de improcedencia o sobreseimiento, por tratarse de una cuestión de orden público, conforme a lo previsto en el último párrafo de los artículos, 228 y 229 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.

Así, al no invocar las partes causales de improcedencia y no advertirse de oficio que se actualice algún motivo de inejercitabilidad de la acción de amparo, por ende, debe analizarse el estudio del fondo de la cuestión debatida. 

Es aplicable al efecto, la siguiente Tesis Aislada del Cuarto Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito, cuyo rubro y texto son del siguiente tenor:

“CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO, IMPROCEDENCIA DEL JUICIO, ANTE EL TRIBUNAL FISCAL. CONCEPTO JURÍDICO. Las causas de improcedencia que determina la ley de la materia, ven o se refieren a la procedencia del juicio mismo, esto es, los motivos de improcedencia son en cuanto a que la acción en sí misma considerada no procede por las causas específicas consignadas en la ley; es verdad que las causas de improcedencia dan lugar al sobreseimiento, pero no necesariamente éste sobreviene por alguna de esas causas, pues por ejemplo, de acuerdo con la fracción I del artículo 203 del Código Fiscal de la Federación, procede el sobreseimiento por desistimiento del demandante, lo anterior, no significa que el juicio sea improcedente; el juicio sí procede y lo que acontece en ese caso es que la actora por propia voluntad desiste de su acción y ello hace que se sobresea en el juicio, mas no significa que la acción en sí misma sea improcedente. Acorde con la doctrina, la improcedencia de la acción se traduce en la imposibilidad de que ésta, en su concepción genérica, logre su objeto, es decir, la dicción del derecho sobre la cuestión de fondo o sustancial que su ejercicio plantea; tal improcedencia se manifiesta en que la acción no consiga su objeto propio, o sea, en que no se obtenga la pretensión del que la ejercita y principalmente por existir un impedimento para que el órgano jurisdiccional competente analice y resuelva sobre la cuestión debatida. En resumen, la improcedencia de la acción se traduce en la imposibilidad jurídica de que el órgano jurisdiccional estudie y decida dicha cuestión, absteniéndose obligatoriamente a resolver sobre el fondo de la controversia.”

Sin que sea óbice a lo anterior el que la autoridad enjuiciada hubiere opuesto las excepciones de sine actione agis, falta de legitimación activa y falta de derecho, en razón de que aduce a la actora no le asiste el derecho para reclamar y demandar ante este Tribunal, debido a que la relación contractual que existió obedece más a una acción de materia civil.

Al respecto, en torno a los argumentos planteados por la autoridad debe decirse que al no constituir propiamente argumentos que informen causales de improcedencia o sobreseimiento, resultan inatendibles en este momento, pues se trata de cuestiones inherentes al fondo de la litis, que son materia u objeto del presente juicio y deben analizarse al estudiar los conceptos de impugnación de la parte actora, máxime que las cuestiones de competencia para conocer en la presente controversia han sido ya materia de análisis, al quedar establecido que nos encontramos ante una determinación emitida en ejecución de un contrato en materia de ley de adquisiciones.

SEXTO.- Conceptos de impugnación. Los conceptos de impugnación que plantea la parte actora en su escrito inicial de demanda, son visibles a fojas 15 a la 28 del sumario, los que por economía procesal se tienen aquí por reproducidos. Resulta aplicable por analogía la tesis de Jurisprudencia 2a./J. 58/2010, emitida por la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación; cuyos datos de localización, rubro y contenido, se reproducen a continuación:

“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN O AGRAVIOS. PARA CUMPLIR CON LOS PRINCIPIOS DE CONGRUENCIA Y EXHAUSTIVIDAD EN LAS SENTENCIAS DE AMPARO ES INNECESARIA SU TRANSCRIPCIÓN.- De los preceptos integrantes del capítulo X "De las sentencias", del título primero "Reglas generales", del libro primero "Del amparo en general", de la Ley de Amparo, no se advierte como obligación para el juzgador que transcriba los conceptos de violación o, en su caso, los agravios, para cumplir con los principios de congruencia y exhaustividad en las sentencias, pues tales principios se satisfacen cuando precisa los puntos sujetos a debate, derivados de la demanda de amparo o del escrito de expresión de agravios, los estudia y les da respuesta, la cual debe estar vinculada y corresponder a los planteamientos de legalidad o constitucionalidad efectivamente planteados en el pliego correspondiente, sin introducir aspectos distintos a los que conforman la Litis. Sin embargo, no existe prohibición para hacer tal transcripción, quedando al prudente arbitrio del juzgador realizarla o no, atendiendo a las características especiales del caso, sin demérito de que para satisfacer los principios de exhaustividad y congruencia se estudien los planteamientos de legalidad o inconstitucionalidad que efectivamente se hayan hecho valer.”

Asimismo, resulta aplicable por analogía la tesis de Jurisprudencia emitida por el Segundo Tribunal Colegiado del Sexto Circuito; Novena Época, Tomo VI, Común, Jurisprudencia TCC, Apéndice 2000, Página 414, que a la letra dice:

“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN. EL JUEZ NO ESTÁ OBLIGADO A TRANSCRIBIRLOS.-  El hecho de que el Juez  Federal  no  transcriba en su fallo los conceptos de violación expresados en la demanda, no implica que haya infringido disposiciones de la Ley de Amparo, a la cual sujeta su actuación, pues no hay precepto alguno que establezca la obligación de llevar a cabo tal transcripción; además de que dicha omisión no deja en estado de indefensión al quejoso, dado que no se le priva de la oportunidad para recurrir la resolución y alegar lo que estime pertinente para demostrar, en su caso, la ilegalidad de la misma.”

SÉPTIMO.- Estudio. A juicio de esta Tercera Sala Unitaria, uno de los conceptos de impugnación hechos valer por la actora en su escrito de demanda es fundado y suficiente para declarar la nulidad de la resolución que se combate.
A. Antecedentes.

Previo al estudio de los conceptos de anulación, es pertinente establecer las circunstancias que constituyen los antecedentes del acto que se impugna.

a) El 12 de septiembre de 2017, mediante las bases a la Licitación Pública Estatal número 028-17, el Organismo Intermunicipal Metropolitano de Agua Potable, Alcantarillado, Saneamiento y Servicios Conexos de los Municipios de Cerro de San Pedro, San Luis Potosí y Soledad de Graciano Sánchez, convocó a los licitantes interesados en proveer la adquisición de un sistema de administración comercial. Ver fojas 82 a la 97 de autos. 
b) El 19 de septiembre de 2017 se celebró la junta de aclaraciones en el proceso licitatorio desarrollado por la autoridad aquí demandada, recibiéndose las dudas planteadas por la moral quejosa, según acta visible a fojas 98 y 99 de autos.

c) Según acta de 26 de septiembre de 2017 se tuvo por recibida la propuesta presentada por la moral aquí actora dentro del proceso licitatorio número 028-17, según la documental que consta a fojas 100 y 101.

d) Conforme al acta de 27 de septiembre de 2017, se llevó a cabo el acta de fallo técnico y apertura de propuestas económicas en donde se determinó que la aquí demandante reúne las condiciones administrativas y especificaciones técnicas detalladas en las bases de licitación, según documento que obra a foja 102 y 103 de autos.

e) El 27 de septiembre de 2017 se llevó a cabo el acto de fallo en el proceso de licitación, dándose a conocer que el Comité de Adquisiciones determinó realizar el fallo y adjudicación a la empresa Miranda, Arana, Velasco, S.C. por haber cumplido las especificaciones solicitadas por la convocante; conforme a la documental que consta a fojas 104 y 105 del sumario.

f) En ejecución del fallo a la licitación, el 04 de octubre de 2017 se firmó el contrato para la adquisición del sistema de administración comercial, entre el Organismo aquí demandado y la moral **********., lo que consta en la documental visible de la foja 107 a la 117 de autos.
g) Mediante resolución de 10 de diciembre de 2018 el Director General del Organismo Intermunicipal Metropolitano de Agua Potable, Alcantarillado, Saneamiento y Servicios Conexos de los Municipios de Cerro de San Pedro, San Luis Potosí y Soledad de Graciano Sánchez, determinó conforme a los considerandos primero y segundo, rescindir administrativamente el contrato derivado del proceso licitatorio número 028-17. Esta es la determinación que constituye el acto impugnado. 

B. Problema jurídico.

De manera medular, la moral actora señala en su primer concepto de impugnación, que la resolución emitida por parte de la enjuiciada transgrede las garantías de legalidad, debido proceso y de audiencia, al decidir rescindir administrativamente un contrato legalmente celebrado sin mediar ni siquiera un aviso, mucho menos un procedimiento en el que se le permitiera manifestar algo en su defensa, lo que le causa un doble perjuicio porque además el objeto del contrato está cumplido con la entrega de los bienes y el cumplimiento de las obligaciones por parte de la empresa en su calidad de proveedor de los bienes contratados, mismos que fueron recibidos e instalados en las oficinas del INTERAPAS.
Sostiene además la moral inconforme que la actuación de la demandada al pretender rescindir unilateralmente el contrato de adquisición constituye un acto privativo que afecta los derechos contractuales y patrimoniales de la demandante, pues se omite expresa y dolosamente cualquier referencia a un procedimiento previo en el que hubiera otorgado el mínimo de derechos para conocer los supuestos incumplimientos y tener la oportunidad de manifestar y presentar pruebas respecto de imputaciones técnicas específicas y válidas.

En atención a lo anterior, el problema jurídico en la presente controversia subyace en determinar si al acto administrativo consistente en la rescisión administrativa del contrato derivado del proceso licitatorio número 028-17, le es imperativo atender al derecho de audiencia, como formalidad previa a la emisión de la sanción rescisoria. 

C. Decisión

Como se adelantó, el motivo de disenso reseñado es fundado, acorde a las consideraciones que se vierten a continuación.

En principio, debe tenerse presente la naturaleza administrativa de los contratos que se celebran bajo el régimen de la Ley de Adquisiciones del Estado de San Luis Potosí, naturaleza de la que se sigue un tratamiento singular y distinto al de los contratos de derecho privado, lo que en modo alguno los despoja de ser, en esencia un acuerdo de voluntades, de cierto contenido obligacional que los define.

Si bien en su origen esta distinción entre contratos administrativos y contratos privados tenía efectos meramente jurisdiccionales y no sustantivos, evolucionó hacia un régimen jurídico objetivo,  exorbitante del derecho privado, que encontró su fuente y justificación en ser la administración pública uno de los sujetos de la relación contractual, y los fines que le son propios en orden a la consecución y preservación del interés público. 

Este régimen jurídico particular a los contratos administrativos, reconoce  las prerrogativas administrativas de decisión unilateral en materia de interpretación, sanciones, modificación y rescisión, que se traducen o admiten las exorbitancias o cláusulas exorbitantes que singularizan a estos contratos.

Entre las cláusulas exorbitantes por excelencia, el privilegio de la decisión unilateral  ejecutoria, previa al conocimiento judicial, que impone al proveedor o contratista el deber de su cumplimiento inmediato, con la carga de su impugnación ex post en caso de disconformidad con la determinación adoptada por la administración pública. 

Este privilegio permite a la administración pública decidir ejecutoriamente sobre la perfección del contrato y su validez, su interpretación, la realización de las prestaciones debidas, la calificación de situaciones de incumplimiento, la imposición de sanciones contractuales en este supuesto, la prórroga del contrato, la concurrencia de motivos objetivos de extinción del contrato, las eventuales responsabilidades del contratista, entre otras.

Expresión de estas prerrogativas en el ordenamiento que rige en materia de las adquisiciones, arrendamientos de bienes muebles y prestación de servicios de cualquier naturaleza, que realicen las dependencias y entidades de la administración pública que precisa en su artículo 1 de la Ley de Adquisiciones del Estado de San Luis Potosí, la disposición que se contiene en el numeral 58 antes citado, que les reconoce la facultad de en cualquier momento rescindir administrativamente los contratos cuando el proveedor incurra en incumplimiento de sus obligaciones.

Tal facultad, tomando en consideración lo antes expuesto, no deviene en arbitraria, en tanto atiende al interés público que tutela la administración pública, cuya potestad contractual reviste el carácter de medio para la consecución de los fines que le son propios, además de estar acotada por las condiciones que la propia ley impone para su debido ejercicio.

En ese tenor, acorde a la interpretación armónica y sistemática de los numerales 58 y 59 de la Ley de Adquisiciones del Estado de San Luis Potosí, se establece la previsión a las instituciones para determinar la aplicación de las figuras de rescisión y terminación anticipada, dispositivos que en lo conducente, señalan:

“ARTICULO 58.- Las instituciones podrán rescindir o dar por terminados anticipadamente los contratos, en caso de incumplimiento de cualquiera de las obligaciones a cargo del proveedor o licitante.”
“ARTICULO 59.- En el caso de rescisión del contrato por incumplimiento del proveedor, se harán efectivas las garantías o fianzas otorgadas y en su caso, se exigirá además el reintegro de anticipos o pagos que se hayan hecho, sin perjuicio de ejercerse las demás acciones que procedan.

Las multas impuestas como sanción y los reintegros de anticipos y pagos hechos a los proveedores, una vez determinados en cantidad líquida, si no fueren cubiertos previo el requerimiento respectivo, se constituirán en créditos fiscales a favor de las instituciones, quienes por sí o a través de los acuerdos de coordinación existentes, podrán llevar a cabo el procedimiento de ejecución que corresponda conforme a las disposiciones aplicables.”

De los numerales trasuntos se obtiene que en el ámbito del régimen exorbitante de derecho, las instituciones públicas tienen la atribución de rescindir o dar por terminados anticipadamente los contratos, en caso de incumplimiento de cualquiera de las obligaciones a cargo del proveedor o licitante.

De igual modo, de los numerales en estudio se desprende que si bien las acciones de rescisión y terminación anticipada se actualizan ante los casos de incumplimiento de las obligaciones pactadas en el contrato, no menos cierto resulta que la rescisión administrativa del contrato aún ante los términos ahí establecidos, sí actualiza un acto privativo que exige el pleno respeto al derecho de audiencia previa reconocido en el artículo 14 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, pues se activa ante el incumplimiento de obligaciones del proveedor, a quien se impone esa medida como sanción, lo que a su vez puede derivar en otro tipo de sanciones
, como la aplicación de penas convencionales, la prohibición de suscribir contratos con el Estado por un tiempo determinado y otras más previstas en la ley o en el contrato respectivo.

En cambio, la terminación anticipada de un contrato administrativo ocurre ante razones de interés general, o bien, cuando por causas justificadas se extinga la necesidad de requerir los bienes o servicios originalmente contratados, y se demuestre que de continuar con el cumplimiento de las obligaciones pactadas, se ocasionaría algún daño o perjuicio a las Instituciones, o se determine la nulidad de los actos que dieron origen al contrato, con motivo de la resolución de una inconformidad o intervención de oficio emitida por los órganos internos de control.
De lo anterior tenemos que la terminación anticipada de un contrato no deriva, en principio, del incumplimiento a una obligación adquirida por el proveedor, sino de razones externas que incluso pueden ser ajenas a la voluntad de la entidad contratante. Dicha terminación implica, básicamente, que el proveedor sólo será afectado con la molestia de ya no poder ejercer los derechos sobre los que, en términos del contrato suscrito, tenía mera expectativa de llevar a cabo de no presentarse una condición resolutoria, por lo que en realidad no se le priva de algún derecho adquirido o que hubiese ingresado a su esfera jurídica, máxime que la terminación anticipada conlleva la obligación del Estado de reembolsarle los gastos no recuperables en que pudo haber incurrido antes de la terminación, lo que de suyo no implicaría la atención a la prerrogativa establecida en el artículo 14 de la Constitución Federal.

Así, es evidente que los motivos que pueden llevar a la terminación anticipada de un contrato, no están directamente relacionados con el comportamiento irregular de un proveedor con respecto al contrato firmado, sino con causas externas a dicho contrato, y que, incluso, pueden ser ajenas a la propia dependencia o entidad contratante.

Esto es, en realidad, ante la terminación anticipada de un contrato administrativo, el Estado se autoimpone desde la norma impugnada la obligación de pagar al proveedor una especie de indemnización, derivada de la necesidad de haber tenido que dar por concluida previamente a su vigencia, una relación de orden contractual.

Lo anterior, pues sólo así puede entenderse el imperativo de reembolsar al proveedor los gastos no recuperables en que haya incurrido, situación que si bien se condiciona a la razonabilidad, prueba y vinculación de dichos gastos, no exime el hecho de que esta institución jurídica, deriva más bien en una especie de sanción para el Estado, mas no para el proveedor, y desde luego, ello no descarta la posibilidad de que, en su caso, dicho proveedor, pueda acudir a otras instancias para impugnar el acto de terminación o para exigir otro tipo de pago por los daños y perjuicios que pudo ocasionar dicha terminación, por ejemplo, en el marco de la responsabilidad objetiva del Estado, si éste hubiese actuado irregularmente para proceder a la terminación del contrato con abuso y sin razón justificada.

Así, en el caso de la terminación anticipada de un contrato, carecería de sentido otorgar al proveedor la garantía de audiencia previa, pues ante una razón de Estado para terminar adelantadamente una relación contractual, el proveedor afectado poco podría decir y menos probar, pues en realidad, no es él quien actuaría en su defensa, sino más bien el Estado por conducto de la dependencia o entidad correspondiente de la administración pública, el obligado por ley a sólo terminar anticipadamente un contrato bajo los supuestos expresamente previstos en la ley, y con la inmediata consecuencia de cubrir al proveedor los gastos no recuperables en que hubiese incurrido.
Soporta lo anterior el criterio jurisprudencial cuyo rubro y contenido son del siguiente tenor:

“ADQUISICIONES, ARRENDAMIENTOS Y SERVICIOS DEL SECTOR PÚBLICO. DIFERENCIAS ENTRE LA RESCISIÓN ADMINISTRATIVA Y LA TERMINACIÓN ANTICIPADA DE LOS CONTRATOS ADMINISTRATIVOS REGULADOS POR LA LEY RELATIVA. Si bien tanto la rescisión administrativa como la terminación anticipada de los contratos administrativos, reguladas por los artículos 54 y 54 Bis de la Ley de Adquisiciones, Arrendamientos y Servicios del Sector Público, persiguen una actuación más oportuna y eficiente de la administración pública ante circunstancias que hacen patente la necesidad de salvaguardar el interés público o de evitar su detrimento, y se actualizan en la conclusión de las obligaciones previstas en un contrato, de manera previa a la fecha convenida para el término de su vigencia, lo cierto es que la rescisión administrativa del contrato en los términos ahí establecidos sí actualiza un acto privativo que exige el pleno respeto al derecho de audiencia previa reconocido en el artículo 14 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, pues se activa ante el incumplimiento de obligaciones del proveedor, a quien se impone esa medida como sanción, lo que a su vez puede derivar en otro tipo de sanciones, como la aplicación de penas convencionales, la prohibición de suscribir contratos con el Estado por un tiempo determinado y otras más previstas en la ley o en el contrato respectivo. Por su parte, la terminación anticipada de un contrato administrativo ocurre ante razones de interés general, o bien, cuando por causas justificadas se extinga la necesidad de requerir los bienes o servicios originalmente contratados, y se demuestre que de continuar con el cumplimiento de las obligaciones pactadas, se ocasionaría algún daño o perjuicio al Estado, o se determine la nulidad de los actos que dieron origen al contrato, con motivo de la resolución de una inconformidad o intervención de oficio emitida por la Secretaría de la Función Pública. De ahí que la terminación anticipada de un contrato no deriva, en principio, del incumplimiento a una obligación adquirida por el proveedor, sino de razones externas que incluso pueden ser ajenas a la voluntad de la dependencia o entidad contratante. Dicha terminación implica, básicamente, que el proveedor sólo será afectado con la molestia de ya no poder ejercer los derechos sobre los que, en términos del contrato suscrito, tenía mera expectativa de llevar a cabo de no presentarse una condición resolutoria, por lo que en realidad no se le priva de algún derecho adquirido o que hubiese ingresado a su esfera jurídica, máxime que la terminación anticipada conlleva la obligación del Estado de reembolsarle los gastos no recuperables en que pudo haber incurrido antes de la terminación, y no le impide cobrar por los servicios ya prestados o por los bienes entregados o arrendados durante la vigencia del contrato respectivo, ni menos aún, acudir posteriormente a las instancias jurisdiccionales respectivas para combatir la medida o exigir previa audiencia sobre otros derechos que estimara procedentes. Así, mientras en la rescisión administrativa es indispensable prever el derecho de audiencia previa a favor del proveedor, lo que incluso hace el artículo 54 referido, ello no puede extenderse al caso de la terminación anticipada de un contrato, supuesto en el que no es constitucionalmente necesario hacerlo.”

Realizadas las precisiones anteriores y por lo que atañe al caso que nos ocupa, tenemos que mediante resolución de diez de diciembre de dos mil dieciocho, el Director General del Organismo Intermunicipal Metropolitano de Agua Potable, Alcantarillado, Saneamiento y Servicios Conexos de los Municipios de Cerro de San Pedro, San Luis Potosí y Soledad de Graciano Sánchez determinó la rescisión administrativa del contrato de adquisiciones INTERAPAS-028-2017/L.P.E., argumentando como motivo para decretar dicha rescisión, el incumplimiento por parte del proveedor de las obligaciones contractuales que adquirió mediante el multicitado contrato.
Así mismo, para determinar la rescisión administrativa de dicho contrato de adquisiciones, la autoridad enjuiciada se fundamentó en el contenido del artículo 33 de la Ley de Obras Públicas y Servicios relacionados con las mismas del Estado de San Luis Potosí, concatenado con el artículo 58 de la Ley de Adquisiciones del Estado de San Luis Potosí.

En ese tenor, aun cuando la naturaleza del contrato administrativo materia de rescisión corresponde al ámbito de las adquisiciones, para lo cual dicha autoridad debía estarse a lo previsto en el numeral 58 de la respectiva Ley de Adquisiciones ya analizado, en la especie debe decirse que de modo incierto introdujo disposiciones en materia de obras públicas, que de origen no resultan aplicables, empero no dista del todo su incorporación dado que ambos ordenamientos derivan del régimen general de contrataciones públicas previsto en el numeral 135 de la Constitución Política del Estado, por lo que acudir de manera subsidiaria a dicha normatividad resulta aplicable en términos de supletoriedad.

En tal sentido, aun cuando para determinar la rescisión administrativa del contrato de adquisiciones se acudió a los parámetros de la Ley de Obras, la decisión emitida en la resolución de diez de diciembre de dos mil dieciocho, atenta contra el derecho de debido proceso, ello porque precisamente en la Ley de Obras encontramos la diferenciación de los procesos de terminación anticipada y recisión administrativa, los que para efectos de ilustración se enuncian a continuación:

“ARTÍCULO 148. Las instituciones podrán dar por terminados anticipadamente los contratos cuando concurran razones de interés público y general; siempre que existan causas justificadas que le impidan la continuación de los trabajos, y se demuestre por cualquiera de las siguientes causas:

I. Cuando de continuar con las obligaciones pactadas se ocasione un daño o perjuicio grave;

II. Cuando se determine la nulidad de actos que dieron origen al contrato, con motivo de la resolución de una inconformidad o intervención de oficio emitida por los órganos de control interno;

III. Por resolución de autoridad judicial competente, y

IV. Cuando no sea posible determinar la temporalidad de la suspensión de los trabajos a que se refiere este artículo.

En estos supuestos, la institución reembolsará al contratista los gastos no recuperables en que haya incurrido, siempre que éstos sean razonables, estén debidamente comprobados, y se relacionen directamente con la operación correspondiente.”
“ARTÍCULO 149. Las instituciones podrán rescindir administrativamente los contratos en caso de incumplimiento de las obligaciones a cargo del contratista, conforme a lo siguiente:

I. Se iniciará a partir de que al contratista le sea comunicado del incumplimiento en que haya incurrido, para que en un término de quince días hábiles exponga lo que a su derecho convenga y, en su caso, aporte las pruebas que estime pertinentes, y

II. Transcurrido el término a que se refiere la fracción anterior, la institución contará con un plazo de quince días hábiles para resolver, considerando los argumentos y pruebas que hubiere hecho valer el contratista. La determinación de dar o no por rescindido el contrato deberá ser debidamente fundada, motivada, y comunicada al contratista dentro de dicho plazo.

Las instituciones podrán, bajo su más estricta responsabilidad, suspender el trámite del procedimiento de rescisión, cuando se hubiere iniciado un procedimiento de conciliación respecto del contrato materia de la rescisión.”
Como se ve de los numerales transcritos, se confirma la interpretación de que en tratándose de la terminación anticipada de contratos esta se actualizará cuando concurran razones de interés público y general, siempre que existan causas justificadas que le impidan la continuación de los trabajos y se demuestre alguna de las causas enumeradas en la normatividad, caso en el que de decretarse dicha terminación, vinculará a la institución al pago de los gastos no recuperables en que hubiere incurrido, siempre que éstos sean razonables, estén debidamente comprobados, y se relacionen directamente con la operación correspondiente, y que para el caso de decretar dicha terminación, no resulta necesario atender al respeto de la garantía de audiencia previa, pues prevalece el interés general.

En cambio, para el caso de la rescisión administrativa si se debe de atender a las formalidades y procedimiento establecido en dicha normatividad, el cual precisaría de las acciones siguientes:

1. Se comunicará por escrito al proveedor, el incumplimiento en que haya incurrido, con lo que inicia el procedimiento.

2. El proveedor contará con un término de quince días hábiles para exponer lo que a su derecho convenga y aportar, en su caso, las pruebas que estime pertinentes.

3. Transcurrido dicho término, la dependencia o entidad contará con un plazo de quince días para resolver, considerando los argumentos y pruebas que hubiere hecho valer el proveedor. La determinación que adopte deberá ser debidamente fundada, motivada y comunicada al proveedor dentro dicho plazo.
Conforme a lo anterior, la dependencia o entidad que pretenda rescindir un contrato, está obligada a notificar al proveedor el incumplimiento a las obligaciones en que incurrió. 

El proveedor, por otra parte, cuenta con un plazo para manifestar lo que estime oportuno en razón del incumplimiento que le es imputado y ofrecer las pruebas que a su interés convenga.

La dependencia o entidad dictará su determinación,  debiendo atender, precisamente, a los argumentos planteados y a las pruebas rendidas, fundando y motivando la resolución que dentro de dicho plazo habrá de comunicar al proveedor.
Bajo las consideraciones anotadas, resulta evidente que la decisión emitida el diez de diciembre de dos mil dieciocho infringe las normas antes analizadas, porque del contenido de dicha resolución es evidente que la autoridad se pronuncia rescindiendo administrativamente el contrato de adquisiciones INTERAPAS-028-2017/L.P.E., por virtud del supuesto incumplimiento de las obligaciones contractuales, atribuido a la moral aquí actora, determinando además que soporta dicho incumplimiento, la precisión vertida en el Considerando Quinto inciso c), derivada del dictamen técnico emitido por parte del Instituto Potosino de Investigación Científica y Tecnológica,
 documento que a decir de la moral actora no se puso a su disposición, lo que en sí mismo constituye una desatención al debido proceso, al hacerle nugatorio el derecho de contradicción.

En tal sentido, si como fue anotado a lo largo del presente estudio, en tratándose de la rescisión administrativa de contratos públicos priva la obligación a las instituciones de respetar el derecho de audiencia, resultando que en el caso, ante la decisión adoptada el diez de diciembre de dos mil dieciocho no se cumplió con dicha formalidad, tenemos que la determinación aquí impugnada se emitió en contravención de las disposiciones que la regulan, por lo que procede determinar su nulidad total.

No obsta a la conclusión anterior, el hecho de que la enjuiciada motiva la decisión de diez de diciembre de dos mil dieciocho bajo la figura de terminación anticipada de contrato y al amparo de la cláusula octava del contrato de adquisiciones INTERAPAS-028-2017/L.P.E., lo cual de suyo resulta indebido, en la medida que como quedó asentado, definió la decisión como rescisión administrativa y del contenido de la resolución se desprende que los hechos invocados corresponden a un incumplimiento de las obligaciones atribuido al proveedor rescindido, de ahí lo inexacto de la fundamentación y motivación expresada en la resolución impugnada.
Así las cosas, esta Juzgadora concluye que resulta procedente, decretar la nulidad del acto impugnado por actualizarse la ilegalidad antes citada, al no reunir el acto impugnado el requisito de fundamentación y motivación, aunado a la privación del derecho de audiencia de la moral aquí actora, situación que deja en estado de indefensión a la promovente, pues se ha justificado que se transgredieron, las garantías de legalidad y seguridad jurídica a que se refieren los artículos 14 y 16 Constitucionales.

En consecuencia, con fundamento en los artículos 251, 252, y 250, fracción II, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, se declara la nulidad lisa y llana del acto consistente en la resolución de diez de diciembre de dos mil dieciocho, por lo que se declara su invalidez y se le deja sin efecto legal alguno. Lo anterior es así, toda vez que si bien la omisión de otorgar la garantía de audiencia, constituye la desatención de un requisito formal; lo cierto es que en este caso la nulidad debe declararse en forma lisa y llana, pues sin el requisito señalado, no podrían retrotraerse las circunstancias de tiempo, modo y lugar que originaron su levantamiento para enmendar dicha violación, máxime si se toma en cuenta que ese tipo de actuaciones se realizan en la vía pública y en condiciones que difícilmente podrían repetirse.

Por consiguiente y toda vez que conforme a lo previsto por el artículo 252 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, se establece que en caso de ser favorable la sentencia al actor, ésta dejará sin efecto el acto impugnado y las autoridades responsables quedarán obligadas a otorgar o restituir al actor en el goce de los derechos que le hubieren sido indebidamente afectados o desconocidos, en los términos que se establezca, atendiendo además que, de la lectura integral al escrito de demanda se desprende que la actora solicitó como pretensión “Se decrete la Nulidad total de la Resolución Impugnada, así como de todas las consecuencias que de la misma deriven, (...)”; es por lo que la nulidad aquí declarada cumple con el planteamiento formulado por la actora, por lo que deberá estarse a las clausulas y condiciones establecidas en el contrato de adquisiciones INTERAPAS-028-2017/L.P.E.
En virtud de las conclusiones alcanzadas, y toda vez que ya se declaró la nulidad de la resolución impugnada en el presente juicio; resulta innecesario analizar los restantes argumentos que hace valer la parte actora en su escrito inicial de demanda, sin que ello sea violatorio de los principios de exhaustividad y congruencia, toda vez que su estudio no irrogaría un mayor beneficio a la demandante que el obtenido en los términos de este fallo. 

Refuerza lo anterior, la jurisprudencia 1.2o.A. J/23, sentada por el Segundo Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito, consultable en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, correspondiente a la Novena Época, Tomo X, de agosto de 1999, página 647, cuyo rubro, texto y precedentes señalan:

"CONCEPTOS DE ANULACIÓN. LA EXIGENCIA DE EXAMINARLOS EXHAUSTIVAMENTE DEBE PONDERARSE A LA LUZ DE CADA CONTROVERSIA EN PARTICULAR. La exigencia de examinar exhaustivamente los conceptos de anulación en el procedimiento contencioso administrativo, debe ponderarse a la luz de cada controversia en particular, a fin de establecer el perjuicio real que a la actora puede ocasionar la falta de pronunciamiento sobre algún argumento, de manera tal que si por la naturaleza de la Litis apareciera inocuo el examen de dicho argumento, pues cualquiera que fuera el resultado en nada afectaría la decisión del asunto, debe estimarse que la omisión no causa agravio y en cambio, obligar a la juzgadora a pronunciarse sobre el tema, sólo propiciaría la dilación de la justicia."

Por lo expuesto, fundado y con apoyo además en los artículos 123, de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí, y 7º, fracciones I y V, 9º, fracción III, 35, fracción VIII y 36, fracción VII, de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, así como también los diversos 217, 248, 249, 250, fracción II, y 251 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, SE RESUELVE:
PRIMERO.- Esta Tercera Sala Unitaria de este Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, es competente para conocer y resolver la presente controversia.

SEGUNDO.- La parte actora sí probó los extremos de su acción, en consecuencia, la demandante no acreditó sus excepciones y defensas.

TERCERO.- Se declara la nulidad total de la resolución de diez de diciembre de dos mil dieciocho, así como de sus consecuencias; por lo que se les deja sin efecto legal alguno; de acuerdo con las consideraciones, fundamentos y motivos expuestos en el último Considerando de este fallo.

CUARTO.- Notifíquese personalmente a la parte actora y por oficio a la autoridad demandada.
Así lo resolvió y firma, el Licenciado Jorge Alejandro Vera Noyola, Magistrado Titular de la Tercera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, quien actúa con Secretario de Acuerdos, Licenciado Ismael Méndez Hernández, que autoriza y da fe.- 
Se suprimen datos personales por tratarse de información confidencial de particulares cuyo resguardo y protección está a cargo del Tribunal de Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí; con motivo del ejercicio de sus funciones jurisdiccionales y administrativos que realiza conforme al ámbito de su competencia, de acuerdo a lo previsto en los artículos 3° fracción XI, XVII, XXVIII y XXXVII, 23, 82, 87 fracción III, 138 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí,  concatenados con los artículos 3, fracción VIII, IX, 5 y 6 de la Ley de Protección de Datos Personales del Estado de San Luis Potosí.

� Conforme al artículo 40 del Código Procesal Administrativo del  Estado de San Luis Potosí.


� Según el artículo 24, fracción I, del Código Procesal Administrativo del  Estado de San Luis Potosí. 
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� Artículo 52 de la Ley de Adquisiciones del Estado de San Luis Potosí.
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